
PRECI ClONES SOBRE LAS REFORMA 
Al IMPUESTO GlOBAL DE LAS EMPRESAS 

E L día 1 del presente mes, entraron en vigor las refor­
mas a los artículos 19, 22, 23, 26, 27 y 74 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta (ver Comercio Exterior, di­

ciembre de 1965, pp. 882-883). E stas modificaciones parecen 
inscribirse dentro del proceso dinámico de la reciente reforma 
fiscal, iniciada con la promulgación de la Ley del Impuesto 
sobre la R enta de 1965. 

La ex posición de motivos que acompañó a la iniciativa 
de reformas, expresa la preocupación de las autoridades ha­
cendarías por evitar que se gen eralice entre los contribu­
yentes la tendencia a la evasión de a lgunas cargas tributarias; 
propósito qu e se logra mediante la utilización de ciertos re­
cursos financieros o contables, cuyo control administrativo 
es difícil porque los causantes, que actúan dentro del marco 
de las disposiciones legales, encu entran la vía propicia para 
eludir esas cargas. 

Parece conveniente, sin embargo, h acer algunas obser­
vaciones sobre la sufi ciencia de las medidas adoptadas. Por 
otra pa rte, cabe también determina r si las medidas para evi­
tar la evasión, lesionan los intereses de aquellos ca usantes 
que dan cabal cumplimiento a sus obligaciones fiscales. 

Enajenación de activos fij os constituidos por bienes muebles 

La L ey del Impu esto sobre la Renta, vigente a partir del 
1 de enero de 1965, incorporaba un nuevo tratami ento a las 
utili dades derivadas de la enajenación de activos fijos, consi­
derándolas como un beneficio del capital, su.ieto a un régi­
men preferencial para efectos de la acumulación al ingreso 
global gravabl e el e las empresas. Conforme a la disposición 
relativa, contenida en el inci so e ) del artículo 19. la ganancia 
derivada de ese tipo el e operaciones era acumu la ble en pro­
porción decrecien te, según el tiempo transcurrido entre la 
adquisición ori ginal y la ena jenación de los activos fijos; la 
exención total se alcan zaba cuando dicho plazo era mayor 
de 10 años, o cuando el importe obtenido por la venta se in­
vertiría, nuevam ente, en la adquisición de otros activos fijos 
de análoga na tura leza. Esa medida mereció el aplauso de al­
gunos sectores qu e la considera ron como un estímulo a la in­
versión y el a horro. 

La experi encia , sin embargo, parece haber demostrado 
a las autoridades hacendarías, que la medida no fu e debida­
mente interpretarla por algunos contribuyentes qu e la utili­
zaron para la e.iecución de operaciones que disminuían sus 
cargas tributari as. E s innegable que las disposiciones origi­
nalmente contenidas en la ley permitían, contra la intfmción 
del legislador, dar efectos fiscales , en ciertas circunstancias, 
a la revaluación ele activos que expresamente prohibe el ar­
tículo 42 ele dicho orrlenamiento. La maniobra consistía en 
celebrar, entre compañías, operaciones virtuales de venta rle 
activos, lo que pem1itía asignarles nuevos valores sujetos 
a depreciación con efectos fiscal es. De este modo, el ven­
declor obtenía una utilidad sujeta a tratamiento fiscal pre­
ferencial o exenta de impuestos, según el caso. Por su parte, 
el comprador tenía la posibil idad de disminuir su ganancia 
gravahle por el importe de los cargos correspondientes a la 
depreciación calculada sobre los nuevos valores, artificialmen­
te elevados. 

El artículo 19 r eformado, asimila las utilidades derivadas 
de la enajenación de ese tipo de bienes, a las ganancias nor­
males de operación, acumulables en su totalidad a los ingre­
sos globales de las empresas. 

La prohibición de dar efectos fiscales a las revaluacio­
nes, se fundamenta en razonamientos de carácter contable. 
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En efecto, el tratamiento contable de las revaluaciones obli­
ga a contemplarlas como una utilidad no realizada, que no 
debe afectar a los resultados hasta en tanto no se vendan 
los bienes a sus nuevos valores. En consecuencia, no debe per­
mitirse la disminución de las utilidades mediante la depre­
ciación del valor aumentado de los activos fijos, que es el 
resultado de una mera especulación en términos financieros. 

Congruentemente con las modificaciones señaladas, se re­
formaron los artículos 22, fracción IV, 23 y 27 fracción IX, 
para permitir, con ciertas limitaciones, la deducción para 
efectos fi scales, de las pérdidas sufridas en las operaciones 
de enajenación de bienes muebles integrantes del activo fijo. 

D esde otro punto de vista, la supresión de tratamientos 
fiscal es benignos para las utilidades df' rivadas el e la ven ta de 
acti vos fijos, no significa, necesariam ente, la eliminación de un 
estímulo a la inversión. En los países en vías de desarrollo, 
como M éxico, existe casi siempre la pos ibilidad de vend er 
equipos a precios superiores a los de adq uisición, por las con­
diciones del mercado ele bienes de producción, lo que consti­
tuye de suyo un alici ente para la renovación de las plantas 
industria les, aun cuando las ganancias que en ello se obtengan 
se encuentren gravadas con impuestos directos. 

Puede considerarse, igualmente, que el tratamiento pre­
ferencial ahora suprimido benefi ciaba, en últ ima instancia, 
úni camente a los sectores empresari ales con mayor capacidad 
financie ra qui enes, en tod o caso, están en posibilidad de rea­
lizar con frecuencia ese tipo de operaciones. 

Por otra parte, las reformas incorporadas a la Ley p er­
miten evitar que se establ ezca , como la exposición de motivos 
señala, una competencia desleal en el terreno comercial entre 
qui enes cumplen fielm ente con sus obli gaciones fi scRies y 
quienes m ediante maniobras de este tipo pueden dis poner 
de mayores recursos. 

Finalmente, debe indicarse que esta m edida r esulta más 
equitativa por lo que toca a la distribución ele utilidades a 
los trabajadores. Anteriormente , la pa rticipación de los tra­
bajadores en las utilidades no incluía aquell as provenif'ntes 
de transacciones con activos fij os porque no eran acumulables 
totalmente. 

Pérdidw; en la enajenación de bienes 

Las p érdidas derivadas de la enajenación de bien es de 
activo fijo, que ele conformidad a la fracción IX del artículo 
27 no eran deducibles para efectos de la acumulación de in­
gresos gravables de las empresas, presentan ahora caracterís­
ticas qu e merecen ser comentadas. 

Por razones de equidad fiscal, la modificación permite de­
ducir las pérdidas que se generen por la ena jenación Cle bie­
nes muebles. Sin emhargo, se establece una nueva disposición, 
contenida en la fracción X del mismo artículo. que limita 
ese beneficio al prohibir la deducción de p t'>rdidas derivadas 
de la enajenación de bien es cuando el valor d e adquisición 
no corresponda al valor real , en el momento de efectuarse 
la operación de adquisición. 

Si bien esta regla se inspira en el mismo propósito -evi­
tar la ejecución de maniobras tendi entes a la evasión fi scal­
presenta serias desventajas de carácter aclministrativo_ En 
efecto, la merlida ll eva consigo la exigencia a los contribuyen­
tes de comprohar, en determinado momento. que el valor de 
adquisición de algÚn activo fijo que esté depreciándose no fue 
superior, al valor "real", en el momento de adquirirlo. 

Imlependi entemente de que no se señalan los requisitos 
que deben agotarse para efectuar una comprobación satisfac-



toria del valor de las inversiones que están siendo deprecia­
das o amortizadas la determinación del valor que deba con­
siderarse "real" nb puede sujetarse a reglas precisas, s in in­
currir en situaciones inequitativas. Al m argen de elementos 
subjetivos de po~deración_, e_l valor "real" .e~tá ~~jeto a con­
sideraciones de tipo econom1co cuya cuantJf¡cacion no puede 
enmarcarse fácilmente en soluciones generales; es un proble­
ma que requiere solución particula r en cada caso. 

Contablemente, la adquisición de los activos se valoriza 
conforme al documento que los ampara -como elemento ob­
jetivo- y a la cantidad equivalente de activos u t ilizados pa_ra 
su adquisición (efectivo pagado, bienes entregarlos a cambw, 
etc. ), del pasivo que origina (monto de los adeudos contraí­
dos por la adquisición), o bien, del capital que se aporta con 
su entrega. 

La incorporación de un nuevo concepto -"valores rea­
les"- que es de suyo impreciso y que no se explica suficien­
tem ente en la Ley, parece ser un problema t écnico de difícil 
solución. 

Deducciones por depreciaciones y amortizaciones 

Para complementar las medidas anteriores, se modificó 
el artículo 26: se establecieron las condiciones específicas que 
rl eben ser satisfechas para depreciar o amortizar con efectos 
fiscales, las inversiones en activos fijos . 

Para determinar el valor de las inversiones suietas a de­
preciación, las autoridades hacendarías habían suq!entado has­
ta ahora un criterio similar al contable -explicado en el 
punto anterior- exigienrlo aue dicho valor fuese comprobarlo 
fehncientem ente mediante la documentación comprobatoria 
de la>< adquisiciones respectivas. La disuosición vie:ente exige 
que "los valores suj etos a depreciación o amortizació? no 
sean superiores a los reales y cuando correspondan a bl6nes 
adauiridos por r eembolso de capital, por pago en especie de 
utilidades o por aportaciones en especie a sociedades, no sean 
superiores a los valores pendientes de dePreciar o amortizar 
en la empresa de la que proven gan los bienes". El ordena­
miento anterior, cuyo propósito es también fren"~ r las r eva­
luaciones, con efectos fi><cHl es, plenHmente iniustificarlHs, en­
traña las mismas complicaciones técnicas qu e h an sido co­
m entHrlas en relación a la inclusión del término "valores 
reales". 

Debe señalarse, por otra parte, que tácitamente se otorga 
a las autoridades h acendarías. la facultad discrecional de de­
terminar los valores que puedan ser depreciados con efectos 
fiscales. 

Cabe mencionar, asimismo, que la m edirla crea una si­
tuación poco equita tiva, al imponer un tratamiento diferen­
cial a las operaciones aue involucra, puesto que las varia­
ciones existentes entre el m·ecio de adquisición y el de coti­
zación en el m ercado -utilizamos esta expresión como equi­
valente a valor real- fueron consideradas como utilidad gra­
vable en el momento de ser realizada la operación respectiva 
y no se reconocen en cambio, como una situación determinan­
te de cargos contra las utilidades de su adquirente, durante 
el ti empo de su empleo, sujeto a la absorción gradual de los 
valores que deban ser depreciados. 

Crédito comercial 

La amortización de las erogaciones por pago de crérlito 
mercantil, efectuarlas en la arlquisición de empresas o accio­
nes representativas de su capital, no se encontraba entre l3:s 
partidas expresamente señaladas e!l 1~ Ley c?mo no ~~rluci­
bles pa ra efectos fiscales. E ste cr1teno ha s1do mochf1cado: 
se incorpora al artículo 27 una fracción adicional que esta­
blece como no derlucible el crédito mercantil, aun cuando sea 
adqui rido de terceros. 

Existía una práctica viciosa entre los contribuyentes, en 
las operaciones de compraventa de e~presas o de valores, lJ!O­
biliarios. consistente en pactar precios elevados al crerl1to 
mercantil , carentes de justificación en término~, comerci.ales. 
Cuando la operación se realnaba entre compamas que mte­
grahan de h echo una sola entidad económica se obtenía, por 
un ]arlo, una ganancia exenta de impuestos de conformidad 
con disposiciones cuya intención era promover el ahorro (ac­
tuHlmente el artículo 38 de la Ley rle Ingresos de la F ede­
rar.ión exime rle imp11estos a las utilidades derivarlas de la 
venta de valores mobiliarios) y por otra parte, disminuir las 
cargas trih1•tHrias como consecuencia rle la amm:tización. con 
cargo a utilidades, del monto dP.l crédito mercantil. Aprove-

chanclo los beneficios fiscales existentes, se convenían precios 
elevados, por concepto de crédito mercantil, susceptibles de 
recuperación mediante su amortización posterior, con objeto 
de hacer atractiva la venta de empresas competidoras. 

El propósito de evitar que cundan prácticas como las des­
critas parece justifica r plenamente la medida adoptada. Sin 
embargo, se aduce que la aplicación ele tal m ed ida puede 
crear situaciones inequitat ivas, desde el punto de vista mera­
m ente técnico, al impedir aue quienes pagan precios justifi­
cables por concepto de crédito mercantil, puerlan d isminuir 
de su rentH la absorción parcial ele una erogación ele dudosa 
recu nerabili rlacl, oue una sana política finHnciera aconseja 
amortizar en períodos razonables. No puede are:umentarse, 
en sentirlo contrario. el h echo rl e que los gH><tos que contribu­
yeron a la formación del crédito m ercHntil fueron ya dedu­
cirlos. El beneficio implícito en la ded ucción rle esos gastos 
(como la prona!!ancla y otros a los aue se alurle en la expo­
sición rl e motivos), es totalmente aieno a auien en un mo­
mento determinarlo arlqui ere el crP.rlito m ercantil. H 'ly que 
'lclmitir, desrle lu ee:o, que see:ún lo demuestra la práctica, ta­
les casos particulares son los menos. 

Utilidades dis tribuídas por toda clase de sociedades 
mexicanas 

Con obieto de analizar la reforma incorporada al ar tículo 
74 de la L ev. conviene ><eñHla r el tratamiento fi scHl a nue 
han est:vlo ~i1iet'!s las utilidades de las empresas, susceptibles 
de ser di::;tribuírlHs. 

La Cérlula VII rle la antiP.Ua Lev riel Impuesto sobre la 
Renta. gravaba las utilirlad e~ rlistribuibles, aun cuanrlo se rles­
tinarHn a incrementl'lr el r."nit:ll de su e:eneradora y no fu eran 
efectivamente pagadas. (En l::t práctic::t, el sistema rl e auto­
ri 7.aciones para reinvertir utilidarles. daba por r eqn]t,.rlo que 
sólo se gravaran las ganancias efectivamente distribuídas. ) 

La nueva Ley, vigente a uartir de 1965, m erliante la 
incorporHción rle una di><noqición nove"losa en nue~tro me­
dio, gmvHba sólo las utilidarl es efectivam ente rlistribuídas 
y pennitía diferir el pago del imnueqto sohre las n11 e se 
destinHr"~n a increment'l r el caoital. El imnneqto diferirlo 
P'"" Pvi .,.ihle h"qta el momento en aue l m~ utilirlarles sP. r eem­
bol~Hh:m m erliante su pago, la reducción del capital o la 
liquidación de la sociedad. Fue propósito de esa medida 
prooorcionar un incentivo fiscal a la formación de capital 
y al desarrollo financiero de las empresas. 

Con ese mismo criterio, anarentemente, se eqtablece 
un incentivo mavor a la reinversión rl e utilidades. En efec­
to, se suprime el cobro rle impuestos cuanrlo las utilirlarles 
se inviertan en la suscripción y pago el e aumentos ele canital 
ele la mü:ma socierlarl qu e bs cuhre. en los términos rl e la 
reforma, dentro de los 30 días siguientes a su recepción. 

Si bien la medirla contenirla en el artíc11lo 74, com­
plementa los propósitos originalmente sostenidos y r epre­
senta, en ese sentirlo, un avance teóricamente incuestio­
nabl e, su valirlez en el caso de M éxico. no está ah><olu tamente 
comProbada. Se Piensa aue, en los p aíses en vía~ rle desa­
rrollo. los incentivos fisc'l les sohre impuestos c'lirt>ctos no 
constituyen. rle suyo, un factor determinante c'le aliento para 
el inversionista qu e busca, más bien. una situación econó­
mica estable, garanti zada por obras de infraestructura pro­
piciatorias o coadyuvantes al desarrollo o venta ias fiscales 
más tangibles, como los trat:lmientos preferenciales en ma­
t eri'l de importación de equipos y materias primas indus­
triales. 

Sin embar go, es innegable que el impuesto a la renta 
iuega un oa pel preponrl erante en el sistema tributario y que 
los incentivos incorporarlos a su régimen, representan un 
factor digno de ser tomado en cuenta. 

D esde un punto de vista meramente arlministrativo, el 
nuevo tratamiento fi scal previsto pa ra las utilidades suscepti­
bles ele ser distribuídas, parece propiciar la reali zación de 
maniobras tendientes a la evasión (o alus ión, si se qui ere) 
de impuestos. Estas operaciones consistirían en la suscrip­
ción de aumentos ele capital para gozar de la exención co­
rresnonrli ente con el propósito de aue, más adelante. merlian­
te rlisminuciones al mismo capital, se obtuvieran de h echo 
utilidades definitivamente exentas. Es de esperarse que ha~ 
yan sirlo tomadas las nrecauciones necesarias -y la preo­
cunación d e las autorirlarles manifestarla con motivo de la 
reforma así parece indicarlo- para evitar que esta medida 
desvirtúe las encomiables intenciones del legislador lesio-
nando los legítimos intereses del Estado. ' 


